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Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1. En la acción popular radicada bajo el número “2016-463”, que formuló, el Juez Segundo Civil del Circuito le exigió cumplir con requisitos que no están contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y con desconocimiento de lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia en la tutela No. 66001-22-13-000-2016-000818-01.  
1.2 También se niega a conceder el recurso de apelación que formuló contra el auto que rechazó su demanda, a pesar de lo decidido por el Consejo de Estado en sentencia radicada 2500-23-24-000-2002-02188-01.
2. Considera lesionadas sus “garantías procesales” y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado a) aplicar los precedentes de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado y b) admitir la acción popular o conceder el recurso de apelación. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 26 de enero, se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Procurador y al Defensor del Pueblo, ambos de la Regional Risaralda. No se ordenó hacerlo respecto de la entidad demandada en el proceso en el que considera el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esa actuación la demanda fue inadmitida y por ende dicha entidad no ha concurrido a esa actuación.
2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, una vez sean convocados por el juez. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 El señor Alcalde Municipal de Pereira, por medio de apoderado, solicitó negar el amparo porque la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva y no está llamada a responder por la posible vulneración de los derechos referidos por el actor, máxime cuando los hechos de la demanda involucran exclusivamente al juzgado accionado, cuyas decisiones están amparadas en el principio de autonomía judicial.
3. El titular del despacho demandado y la Defensoría del Pueblo guardaron silencio.

4. La Secretaria del Juzgado Segundo Civil del Circuito informó que mediante auto de 16 de enero de este año, se resolvió el recurso de reposición que interpuso el accionante contra el auto que inadmitió la acción popular, se declaró inadmisible el de apelación y se hizo saber que notificado ese proveído seguía corriendo el término para subsanar la demanda, plazo que venció en silencio. A la fecha el proceso se encuentra a despacho para decidir lo que corresponda. 
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. El problema jurídico que debe resolver esta Sala, en primer lugar, es determinar si en este caso procede la tutela contra la decisión del juzgado accionado de rechazar la acción popular instaurada por el demandante y de no conceder el recurso de apelación formulado contra ese auto. De serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor.

3. Las pruebas allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acción popular contra Audifarma ubicado en la calle 85 No. 15-42 de Bogotá
. 

3.2 Mediante auto de 21 de noviembre de 2016, el Juzgado Segundo Civil del Circuito decidió inadmitir la demanda y le concedió al actor el término de tres días para que la subsanara
. 
3.3 Frente a dicha decisión el accionante interpuso recurso de reposición, en subsidio apelación
.

3.4 Por auto de 16 de enero último el funcionario accionado resolvió no reponer su decisión, declaró inadmisible el de apelación y dispuso que una vez notificado ese proveído continuara el transcurso del término otorgado para subsanar la demanda
.

3.5 Según lo informado por la Secretaria del citado juzgado, el término para corregir la demanda venció en silencio y a la fecha el proceso se encuentra a despacho para resolver lo correspondiente
.

4. Surge de lo anterior que los hechos en que se fundamentó la acción de tutela que se decide por medio de esta sentencia no guardan relación con lo efectivamente acaecido en el proceso en el que encuentra el actor lesionados sus derechos, pues como lo acreditan las pruebas allegadas, no se ha procedido en ese asunto a rechazar la demanda, pues lo que hizo el funcionario accionado fue decidir sobre los recursos que interpuso el actor contra la inadmisión de la misma y aquella decisión se encuentra pendiente de ser adoptada.
En conclusión, la protección constitucional reclamada se fundamentó en hechos que no han tenido ocurrencia. En esas condiciones, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso.

Decidir el asunto, con fundamento en hechos diferentes a los planteados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, desconocería el derecho al debido proceso de la funcionaria demandada, que no tuvo la oportunidad de defenderse sobre aquellos que en realidad acaecieron.

Al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia
:

«(…) [E]s cierto que en sede de tutela, está establecida la facultad-deber del fallador de sentenciar extra y ultra petita cuando, en el trámite ante él ventilado, se advierta la necesidad de reparar o evitar la trasgresión o amenaza de los bienes jurídicos superiores (…). También lo es que lo anterior no puede convertirse en patente de corzo cuando de hechos nuevos se trata, como quiera que ésta tampoco es extraña a las reglas del debido proceso, entre las cuales se destaca el derecho de los convocados a la defensa» (CSJ STC 15 mar. 2011, rad. 00003-01, reiterada en CSJ STC-955-2014)

En consecuencia, se negará el amparo reclamado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO: Negar la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de Pereira, 
(continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-22-13-000-2017-00038-00)

la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, estos últimos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO. Notificar esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO. De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

                  DUBERNEY GRISALES HERRERA
                  (con aclaración de voto)
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